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El ndmero de leyes aprobadas en un afio no tiene por si mismo demasiada im-
portancia, y por eso no suele destacarse en este informe, pero este afio llama la
atencién su volumen, aunque seguramente influye el ser afio final de legislatura.
Se han aprobado 4 estatutos de autonomia, 12 leyes orgénicas, 53 leyes ordina-
rias 2 decretos legislativos y 11 decretos leyes. Logicamente son, incluso por su
niimero, muy heterogéneas y ello impulsa a realizar una seleccién mis restringi-
da que otros afios, atendiendo menos a las normas que contienen competencias
exclusivas del Estado cuando tienen escasos efectos generales o son muy secto-
riales, como por ejemplo, la tltima ley del afio que regula el control del comer-
cio exterior del material de defensa y de doble uso o las leyes que han regulado
este afio diferentes aspectos de la Guardia Civil.

Entre las norma resefiadas hay algunas muy generales, en especial la ley de la
igualdad entre mujeres y hombres, la de reforma del Tribunal Constitucional o
de financiacién de los partidos y atin son mds numerosas, légicamente, aquellas
que regulan un sector, como por ejemplo en la administracién (empleado publl—
co, contratacién, acceso electrénico) o en la legislacién laboral (trabajo auténo-
ma, empresas de insercién...).

Una tarea dificil de realizar es el andlisis de la adecuacién de la legislacién estatal
a los nuevos estatutos. En algiin caso la respuesta positiva es clara (por ejemplo, en
el estatuto del empleado piblico) pero en otros casos el titulo competencial del
Estado parece débil, como se pone de relieve en un apartado especifico dedicado a
leyes que el Estado ha impulsado. Siguen siendo numerosos los reglamentos bési-
cos, como se destaca después, pero este punto es atin conflictivo por el posible ma-
ximalismo de los Estatutos o de sus primeras interpretaciones.

La reforma de varios estatutos de autonomia

Siguiendo la senda marcada el afio anterior por el Estatuto de Catalufia, este
afio se han reformado cuatro estatutos de autonomia, pero su comentario no se
incluye aqui, porque se realiza tanto en la valoracién general como en la crénica
de la respectiva comunidad auténoma. La referencia de su aprobacién es:

Ley Orgdnica 1/2007, de 28 de febrero de reforma del Estatuto de Autonomia
de las Illes Balears.

Ley Orgénica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomia
de Andalucia.
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Ley Orgénica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomia
de Aragén.

Ley Organica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Auto-
nomia de Castilla y Le6n.

Las leyes orgénicas

Se trata en la mayoria de los casos de reformas parciales de leyes anteriores
(Universidad, Tribunal Constitucional, Electoral) pero hay algunas nuevas leyes
generales (como la de igualdad de mujeres y hombres), que solo es parcialmente
organica.

La Ley Orgdnica 3/2007 para la ignaldad efectiva de mujeres y hombres es
una norma compleja y ambiciosa que desvela toda su filosoffa en las primeras
lineas del articulo 1.1: Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad huma-
na, ¢ iguales en derechos y deberes y esta ey tiene por objeto hacer efectivo el
derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminacién de la discriminacién de la mujer. Este ob)etl—
vo se pretende alcanzar mediante la consagracién de principios de actuacién de
los poderes publicos, la regulacién de derechos y deberes y la previsién de poli-
ticas tendentes a eliminar en el sector publico y privado la discriminacién por
razén de sexo.

La ley realiza una proyeccién del principio de igualdad sobre los diversos
dmbitos del ordenamiento, siguiendo una visién transversal de los efectos que
debe alcanzar y se refiere a la generalidad de las politicas publicas, tanto estatales
y autonémicas como locales. Su fundamento constitucional es multiple (Dispo-
sicién Final Primera). Los preceptos més generales se justifican en el principio de
igualdad de derechos y deberes del art. 149.1.1 CE mientras que los preceptos
cabecera de los distintos ambitos del ordenamiento (educac1on funcién piblica,
etc.) encuentran su ]ustlflcacmn en las normas respectivas del art. 149.1 CE, tanto
en los apartados que permiten al Estado dictar normas bésicas (149.1.16, 18, 30,
etc.) como en aquellos que le permite aprobar legislacién laboral o procesal
(149.1.6, 7, etc.) para su aplicacién por las CCAA.

Tienen cardcter orgénico las tres primeras disposiciones adicionales, de las
cuales dos lo son por razén de materia (electoral y judicial) y la primera contie-
ne la definicién de la «presencia o composicién equilibrada» de los 6rganos a los
que se refieren miltiples preceptos de la ley, cuando las personas de un género
no superen el 60% ni las del otro sean menos del 40%.

Si la mayor intensidad reformadora se dirige probablemente a la legislacién
laboral, en si misma y en su conciliacién con la vida familiar, la novedad con mayor
eco se ha introducido en el sistema electoral, con unas disposiciones sobre partici-
pacién igualitaria de hombres y mujeres en todas las candidaturas que acaba de
aceptar el Tribunal Constitucional en una sentencia de principios de 2008.

La ley pretende ser cfectiva y realista. Por esto introduce lapsos de tiempo pa-
ra algunas reformas, especialmente en el 4mbito privado, pero su bisqueda de
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eficacia se trasluce ademds en las numerosas y densas disposiciones adicionales que
modifican numerosas leyes sectoriales. Desde este punto de vista, la ley se confi-
gura con cierto estilo de cédigo que pretende llegar a todos los dmbitos en que se
cuestione el principio de igualdad.

La Ley Orgdnica 4/2007 de Universidades reforma algunos aspectos importan-
tes de la vigente Ley de 2001 y lo justifica especialmente en el impulso reformador
de la Unién Europea. En este sentido el primer rasgo de la Ley es la armonizacién
con el espacio europeo de educacién superior mediante una reforma de la estruc-
tura y organizacién de las ensefianzas que se basaran en el futuro en tres ciclos:

Grado, Mister y Doctorado.

Como parte de la modernizacién europeista la Ley sc plantea reforzar la auto-
nomia de las Universidades, entre otras cosas introduciendo flexibilidad en la elec-
cién del Rector, que seguird las pautas marcadas en gran parte por cada Univer-
sidad. El mismo principio explicaria otras reformas introducidas, por ejemplo, en
la organizacién de los planes de estudio y en el acceso del profesorado, que ahora
pasard por la doble fase de la acreditacién y la contratacién o el nombramiento.

Otro de los objetivos de la reforma es mejorar la articulacién entre el Estado,
las Comunidades Auténomas y las propias Universidades y la Ley reforma el sis-
tema de coordinacién para alcanzar mayor eficacia. Hasta ahora existia un Con-
sejo de Coordinacién Universitaria integrado por el ministro, los responsables
de los gobiernos autonémicos, los rectores de universidad y 21 personalidades
universitarias de31gnadas por el Congreso, el Senado y el Gobierno (7 cada uno).
Definido como el maximo érgano consultivo y de coordinacién, funcionaba apar-
te del pleno, mediante tres comisiones, una Comisién de Coordinacién (los con-
sejeros), una Académica (los rectores) y una Comisién Mixta, con miembros de
los tres grupos. En su conjunto resultaba un érgano muy heterogéneo y ahora
la nueva ley potencia las antiguas comisiones convirtiéndolas en dos 6rganos
diferentes, la Conferencia General de Politica Universitaria (consejeros autond-
micos, en formacién parecida a una conferencia sectorial, incluso en el nombre) y
el Consejo de Universidades (rectores) para cuestiones mas académicas. La presi-
dencia corresponde en ambos casos al ministro que nombrard ademds 5 miem-
bros para cada 6rgano.

Por otra parte, se potencia la ANECA (Agencia Nacional de Evaluacién de la
Calidad y Acreditaci6n) en la linea de incrementar su autonomia y responsabili-
dad y se le autoriza su organizacién de acuerdo con la Ley de Agencias Estatales.
También se prevé la elaboracién de un estatuto del estudiante universitario y la
creacién del Consejo de Estudiantes, para articular su participacién en el sistema
universitario. Igualmente es novedad la inclusién del deporte y la extensién uni-
versitaria.

La Ley Organica 6/2007 que modifica la LO 2/1979 del Tribunal Constitu-
cional ha planteado una fuerte polémica politica porque una de sus disposiciones
prorroga el mandato de la presidencia cuando su renovacién como miembro del
Tribunal no coincida con el periodo parala que fue elegida, pero en realidad es una
pieza menor de la reforma y el debate se explica por la lucha por el voto de cali-
dad del presidente, que resultarfa decisivo en la actual distribucién de posiciones
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de los magistrados para el eventual enjuiciamiento del Estatuto de Catalufia. La fi-
nalidad de la reforma era muy distinta y se dirigfa a reordenar la atencién del TC
a sus distintas funciones, dada la acumulacién de trabajo que se produce en el
amparo constitucional.

La exposicién de motivos se detiene en explicar el crecimiento del nimero de
los recursos de amparo y la consiguiente sobrecarga de trabajo constitucional y por
eso Ja ley establece una nueva regulacién de la admisién del amparo, al tiempo que
otorga a los tribunales ordinarios més posibilidades para revisar las violaciones de
derechos fundamentales a través de una nueva regulacién de la nulidad de los actos
procesales del articulo 241.1 de la Ley Orgénica del Poder Judicial. E] cambio prin-
cipal s¢ introduce en la admisién del recurso, de forma que ahora el recurrente debe
alegar y acreditar que ¢l contenido del recurso de amparo justifica una decisién
sobre el fondo por parte del Tribunal por su especial trascendencia constitucional.
De este modo se invierte el juicio de admisibilidad, que pasa de estimar una causa
de inadmisién, como hasta ahora, a verificar la relevancia constitucional del recur-
so planteado.

Otras novedades se encuentran en la cuestién interna de inconstitucionalidad,
cuando el amparo trac causa de la aplicacién de una ley lesiva de derechos (se sus-
pende el plazo para dictar la sentencia de amparo), en la introduccién de alega-
cién de las partes en la cuestién de inconstitucionalidad vy, sobre todo, en varias
reformas de procedimiento y funcionamiento interno del Tribunal, siempre con
la intencién de agilizar los procedimientos.

La Ley Orgdnica 8/2007 sobre la financiacion de los partidos politicos viene a
sustituir a la anterior Ley de 1987, por la idea general de que la normativa actual
no garantiza la suficiencia, la regularidad y la transparencia de la actividad eco-
némica de los partidos. La Ley pretende establecer un sistema mixto de finan-
ciacién publica y privada, dotindose con medios de fiscalizacién que aseguren
una aportacién positiva de la financiacién partidista a la democracia.

Los medios publicos son las subvenciones electorales, que regulan las normas
sobre las clecciones, las subvenciones que regula la presente ley, las especiales que
se puedan arbitrar en los casos de referendos y las aportaciones que puedan rea-
lizar los grupos parlamentarios. La asignacién de las subvenciones de la ley to-
maré en cuenta, en una tercera parte, ¢l nimero de escafios y el nimero de votos
significari los otros dos tercios de la consignacién presupuestaria.

La financiacién privada se puede realizar mediante las cuotas y aportaciones
de los afiliados, los productos de las actividades propias del partido politico y el
rendimiento de su patrimonio, las donaciones que perciban, los créditos que con-
cierten y las herencias y legados que reciban. Las donaciones privadas tienen
limites, entre los que destacan la prohibicién de realizarlos por empresas que
presten servicios o realicen obras para las administraciones publicas, la prohibi-
cién de donaciones anénimas y el méximo de 100.000 euros anuales procedentes
de una misma persona fisica o juridica. Se admiten las donaciones de personas ex-
tranjeras pero no de gobiernos u organismos publicos.

La Ley contiene un régimen tributario de los partidos politicos asi como el apli-
cable a las donaciones efectuadas por personas fisicas y juridicas, y establece en
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su tltima parte los medios de control, interno y externo, que corresponde princi-
palmente al Tribunal de Cuentas, incluyendo un régimen sancionador.

La Ley explicita que también las comunidades auténomas pueden otorgar
subvenciones a los partidos con representacién parlamentaria, tomando en cues-
ta los escafios y los votos obtenidos por cada uno. Si se profundizase la éptica
competencial, probablemente se trataria de aplicar el principio de homogencidad
institucional, de modo que los parlamentos autonémicos puede legislar para el
dmbito de la CA siguiendo los mismos principios que utiliza la ley estatal.

La Ley Orgdnica 10/2007, de 8 de octubre reguladora de la base de datos poli-
cial sobre identificadores obtenidos a partir del ADN tiene como objeto la crea-
cién de una base de datos en la que, de manera tinica, se integren los ficheros de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en los que se almacenan los datos
identificativos obtenidos a partir de los anilisis de ADN que se hayan realizado en
¢l marco de una investigaci6n criminal o en los procedimientos de 1dentificacién de
caddveres o de averiguacién de personas desaparecidas. Orgénicamente, depende-
ra del Ministerio del Interior a través de la Secretaria de Estado de Seguridad. Las
policfas autondmicas podran recibir la cesién de datos para investigaciones en
curso.

Se posibilita que, para determinados delitos de especial gravedad y repercu-
s16n social, los resultados obtenidos a partir del anélisis de las muestras biolégi-
cas del sospechoso, detenido o imputado, sean inscritos y conservados en la base
de datos policial, a fin de que puedan ser utilizados en esa concreta investigacion,
o en otras que s sigan por la comisién de alguno de los delitos para los que la
propia Ley habilita la inscripcién de los perfiles de ADN en la base de datos.

La Ley Orgdnica 9/2007, de 8 de octubre, por la cual se modifica la Ley Orgd-
nica del Régimen Electoral General reforma algunos aspectos para compatibilizar
la actividad electoral con las nuevas tecnologias de la sociedad de la informacién.
Para esto se regula la obligacién de difundir en internet, antes de la votacién, la
relacién definitiva de las secciones, mesas y locales clectorales. De igual modo, se
habilita al Gobierno para que regule las especificidades para el voto por correo del
personal embarcado en buques de la armada, de la marina mercante o de la flota
pesquera, del personal de las fuerzas armadas espafiolas y de los cuerpos y fuerzas
de seguridad del Estado que estén cumpliendo misiones en el exterior, asi como
para el voto por correo de los ciudadanos que se encuentren temporalmente en el
extranjero entre la convocatoria de un proceso clectoral y su celebracién.

La Ley Organica 13/2007, de 19 de noviembre, para la persecucion extraterri-
torial del tnifico ilegal o la inmigracion clandestina de personas hace posible la
persecucion extraterritorial en estos supuestos. Para cllo se modifica el primer
apartado del articulo 318 bis del Cédigo Penal, al objeto de que la descripcién del
tipo penal no quede restringida a los supuestos en que el trafico 1lcgal o la inmi-
gracién clandestina de personas tenga que llevarse a cabo desde, en trénsito o con
destino a Espafia. Con la nueva redaccmn, se castigard también dicha conducta
cuando el destino sea cualquier otro pais de la Unién Europea.

La Ley Orgdnica 16/2007, de 13 de diciembre complementaria de la Ley para
el desarrollo sostenible del medio rural afiade una nueva disposicién quinta a la
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Ley Orgénica 2/1986, de 13 de marzo, de fuerzas y cuerpos de seguridad, para
regular la colaboracién para la prestacién de los servicios de policia local cuando
no dispongan de recursos suficientes dos 0 mas municipios limitrofes que perte-
nezcan a la misma comunidad auténoma. Esta ley constituye un caso extremo de
respeto a la técnica juridica porque se trataba de un articulo incluido originaria-
mente en la ley sobre el medio rural que al comprobarse su cardcter orgénico se
desgaj6 para aprobarse como ley orgénica.

La Ley Orgdnica 15/2007, de 15 de diciembre, por la cual se modifica la Ley
Orginica 10/1995, del Cédigo Penal en materia de seguridad vial afecta al articu-
lo 68 al atribuir ]a competencia sancionadora a los Jefes de Trafico, previendo de ma-
nera expresa la posibilidad de que éstos deleguen en el Director de] Centro de Tra-
tamiento de Denuncias Automatizadas en las infracciones detectadas a través de
medios de captacién y reproduccién de imégenes que permitan la identificacién
del vehiculo. Como consecuencia de la modificacién anterior, se reforman varios
articulos mads.

Las leyes ordinarias mdis destacadas

La Ley 24/2007, de 9 de Octubre, por la cual se modifica la Ley 50/1981, de
30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgdnico del Ministerio Fiscal tiene una
incidencia directa en la participacién de las comunidades auténomas en la ad-
ministracién de justicia, es mis, constituye la tinica reforma efectiva de las previs-
tas por los nuevos estatutos, vista la imposibilidad de reforma de la Ley Organi-
ca del Poder Judicial al final de la legislatura.

La creacién del Fiscal Superior de la Comunidad Auténoma viene a sustituir
a los actuales fiscales jefes de los tribunales superiores de justicia, pero con una
relevancia muy superior. Asume la representacién institucional del fiscal general
en el 4mbito autonémico y se hace cargo de la direccién efectiva del Ministerio
publico en dicho territorio. Adicionalmente se crea una Junta de Fiscales supe-
riores de las Comunidades Auténomas, que pretende articular en un vértice cole-
giado la dimensién territorial del fiscal .

Entre los cambios organizativos se encuentra la modificacién de la relacién
entre Ja estructura de la Fiscalia a nivel provincial y en el émbito de la Comuni-
dad Auténoma, estableciéndose expresamente la existencia de dependencia jerar-
quica entre el Fiscal Superior de la Comunidad Auténoma y los Fiscales Jefes de
las provincias, a los que presidira en la correspondiente Junta y respecto de quie-
nes ejercerd todas las funciones que implica, en la regulacién del Estatuto, la su-
perioridad jerdrquica.

En la competencia estatal de legislacién civil se ha dictado la ley La Ley 3/
2007, de 15 de Marzo, reguladora de la rectificacion registral de la mencion rela-
tiva al sexo de las personas cuando la inscripcién no corresponde a la identidad
de género y, con mayor relevancia para las CCAA la Ley 54/2007, de 28 de octu-
bre sobre Adopcion Internacional, que regula la competencia de las autoridades
judiciales y consulares espafiolas y la determinacién de la ley aplicable a las adop-
ciones internacionales, asi como la validez en Espafia de las adopciones consti-
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tuidas por autoridades extranjeras. La Ley dedica un largo art. 5 a las funciones de
las entidades de proteccién de menores de las CCAA, proclamando al final, de ma-
nera curiosa, la voluntad de que se coordinen e incluso homogeneicen sus pro-
cedimientos, plazos y costes.

En la competencia de legislacién laboral hay algunas leyes nuevas.

La Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Auténomo tiene por
objeto la regulacmn del régimen juridico aplicable al trabajador auténomo, in-
cluyéndose en dicho concepto a las personas fisicas que realicen de forma habi-
tual, personal, directa o por cuenta propia y fuera del 4mbito de organizacién y
direccién de otra persona, una actividad econémica o profesional a titulo lucrati-
vo. Se trata de una regulacién general y por tanto la Ley, en 5 titulos y 19 dispo-
siciones adicionales, contempla el dmbito de aplicacién, el régimen profesional,
los derechos colectwos, la proteccién social y el fomento y promocién del trabajo
auténomo. En cuanto a la competencia de las comunidades auténomas, la disposi-
cién adicional sexta, establece que a éstas corresponde determinar la representati-
vidad de las asociaciones de trabajadores auténomos.

La Ley 44/2007, de 13 de diciembre, por la cual se regula el régimen de las em-
presas de insercion define a los tr abajadm es contratados por las empresas de inser-
cién como destinatarios de los procesos y medidas para la insercién sociolaboral
de la siguiente manera: personas en situacién de exclusién social, con especiales di-
ficultades para su acceso al mercado de trabajo, y. pertenccientes a colectivos so-
cialmente desfavorecidos. La calificacién de la situacién de exclusién social se
confia a los Servicios Sociales Publicos competentes.

El Capitulo II establece el régimen juridico de las empresas de insercién. Es
aquella sociedad mercantil, incluidas por tanto las sociedades laborales, o socie-
dad cooperativa que, debidamente calificada, realice cualquier actividad econé-
mica de produccién de bienes o prestacion de servicios, teniendo como fin pri-
mordial de su objeto social la integracién y formacién sociolaboral de personas
en situacién de exclusién social. Se recoge la creacién de un Registro Administra-
tivo de las Empresas de Insercién en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales a
efectos informativos, sin per juicio de las competencias ejercidas en esta materia
por las comunidades auténomas.

En el Capitulo III se define la actuacién de la Administracién Piblica respon-
sable, en cada caso, de los Servicios Sociales Piblicos competentes y de los Servi-
cios Pablicos de Empleo en relacién con los procesos de insercién. En el Capitulo
IV se desarrolla la relacién laboral que puede concertarse entre un trabajador cali-
ficado en situacién de exclusién y una empresa de insercién, teniendo por objeto
la prestacién de un trabajo retribuido acompafiado de un itinerario de insercién
personalizado previamente definido. Dentro de las medidas de promocién de las
empresas de insercién s¢ contemplan, en el Capitulo V, diversas ayudas encami-
nadas a la contratacién de personas calificadas en situacién de exclusién social.

Por otra parte, la Ley 38/2007, de 16 de noviembre, por la cual se modifica el
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, en materia de informacion y consul-
ta de los trabajadores y en materia de proteccion de los trabajadores asalariados
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en caso de insolvencia del empresario modifica los articulos 4.1.g), 64 y 65 del
Estatuto de los Trabajadores para incluir expresamente el derecho de informa-
cién y consulta de los trabajadores entre los derechos basicos de los mismos.

En virtud de la competencia en materia de ordenacién general de la econo-
mia sc ha aprobado la Ley 15/2007, de 3 de julio, por la cual se regula la defensa
de la competencia. Los aspectos més generales aparecen en el titulo I se estable-
ce ¢l régimen aplicable a las conductas restrictivas de la competencia, los princi-
pios del control de concentraciones y el sistema de seguimiento en materia de
ayudas ptiblicas. Las infracciones recogidas son los acuerdos entre empresas y cl
abuso de posicién de dominio, asf como el falseamiento de la libre competencia
por actos desleales.

Se configura en el 4mbito estatal una institucién unica ¢ independiente del
Gobierno, la Comisién Nacional de la Competencia, que integrard a los actuales
Servicio y Tribunal de Defensa de la Competencia que desaparecen. Esta institu-
cién tiene dos érganos separados: la Direccién de Investigacién y el Consejo, que
realizan con independencia sus respectivas funciones de mstruccién y resolucion
bajo la supervisién y coordinacién del presidente, apoyado en un conjunto de ser-
vicios comunes. En el capitulo segundo se prevén mecanismos para la coordinacién
de todos los érganos administrativos que intervienen en la aplicacién de la Ley asf
como la coordinacién con los reguladores sectoriales, con objeto de velar por la
coherencia de la politica de competencia, la eficiencia en la asignacién de los
recursos publicos y la seguridad juridica de los operadores econémicos.

El titulo cuarto regula los distintos procedimientos tanto por conductas pro-
hibidas como de control de concentraciones y finalmente, el titulo quinto reco-
ge el régimen sancionador. Ademas, se prevé la publicidad de todas las sanciones
impuestas en aplicacién de la Ley, lo que reforzari el poder disuasorio y ejem-
plar de las resoluciones que se adopten.

La colaboracién con los érganos autonémicos se remite a la Ley 1/2002 de coor-
dinacién de las competencias del Estado y las comunidades auténomas en materia
de Defensa de la Competencia.

La competencias en materia de investigacién del 149.1.15 CE tienen una
estructura peculiar porque atribuye (segtin la interpretacién del Tribunal Cons-
titucional recaida sobre la ley de la ciencia) una competencia exclusiva separada
al Estado y a las comunidades auténomas, con la posibilidad tnica de relacién por
la via de que el primero integre propuestas de las segundas. Este es el esquema que
también sigue fundamentalmente la Ley 14/2007, de 3 de julio, por la cual se
regula la investigacién biomédica, que se apoya en la competencia de sanidad
ademds de la investigacién.

Es preciso comenzar por sefialar que se trata de una norma esencialmente
nueva que tiene como objeto general la regulacién de la actividad biomédica. El
Titulo II se ocupa de aquellos tratamientos que implican procedimientos invasi-
vos en seres humanos, exigiendo que se cuente con el consentimiento expreso,
escrito y especifico del afectado, imponiéndose a los centros de investigacion el
deber de informacién. Se regula la compensacion de dafios y algunos procedi-
mientos especificos. El Titulo III se ocupa de la donacién y el uso de embriones
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y fetos humanos, de sus células, tejidos u érganos; el Titulo IV de la obtencién y
uso de células y tejidos de origen embrionario humano; y el Titulo V de los ana-
lisis genéticos, muestras bioldgicas y biobancos.

En cuanto a la organizacién necesaria para asegurar cl cumphmlento de laley
se regulan diferentes instituciones y érganos. En primer término se crea la Co-
misién de Garantias para la Donacién y la Utilizacién de Células y Tejidos Hu-
manos, de cardcter permanente y con funciones principalmente consultivas. Esta
integrada en su mitad (6 de 12) por miembros propuestos por las comunidades
auténomas y contari, como soporte de sus funciones con los érganos equivalen-

tes creados en las CCAA.

En segundo lugar, al Banco Nacional de Lineas celulares, adscrito al Instituto
de Salud Carlos III. También se contemplan los requisitos para la conformacién
de los llamados biobancos, los cuales, una vez constituidos deberdn proceder a
su inscripcién en el Registro Nacional, bajo la dependencia del Instituto de Salud
Carlos III. Por dltimo, se crea el comité de bioética de Espaiia, como 6rgano cole-
giado, independiente y de caricter consultivo. Las CCAA intervienen también en
el nombramiento de la mitad de los miembros del Comité de Bioética, pero en lo
fundamental las referencias a las comunidades auténomas se hacen a sus propias
competencias y la posibilidad de que elaboren sus propios planes (art. 82).

Las bases del régimen juridico de las administraciones publicas y del régi-
men estatutario de sus funcionarios constituye la base competencial de varias
leyes.

La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Bdsico del Empleado Piblico regu-
la los principios generales aplicables a las diferentes relaciones de empleo piibli-
co, estableciendo aquello que debe ser comin al conjunto de funcionarios y de
las administraciones ptblicas. Contiene las bases que deben desarrollar tanto las
Cortes Generales como los parlamentos o asambleas legislativas de las comuni-
dades auténomas en el momento.

La Ley comienza clasificando el personal de las administraciones publicas:
funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral (indefinido o
temporal) y personal eventual. Todos ellos se enmarcan dentro del concepto de
empleado publico entendiendo por tal aquellos que desempefian funciones retri-
buidas en la Administracién Pablica al servicio de los intereses generales. Un as-
pecto a resaltar es la incorporacién dentro de la regulacién del denominado per-
sonal directivo.

A continuacién, la normativa regula los derechos de los empleados ptblicos,
siendo los mas importantes la inamovilidad, el derecho a la progresién profesio-
nal, el derecho a ser retribuido y el derecho a la negociacién colectiva. En el Ti-
wulo IV se regula lo referente al ingreso dentro del servicio y a la adquisicién de la
condicién de funcionario piiblico que debe estar sujeto a los principios de igual-
dad, mérito y capacidad. Se consagran ademds principios que deben regir la acti-
vidad de seleccién del personal como la transparencia, la imparcialidad de los
6rganos de seleccién, entre otros.

La regulacién se complementa con los instrumentos de planificacién de los
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recursos humanos que deben adoptar las diferentes administraciones piiblicas: la
oferta de empleo, registros de personal y gestién integrada. Adicionalmente, en
virtud de la capacidad de autoorganizacién, cada administracién publica puede
estructurar el empleo publico de distintas formas, se deja en esta materia un
campo extenso de desarrollo a las comunidades auténomas que deben regular lo
concerniente a la agrupacién de puestos de trabajos en cuerpos, escalas o grupos
profesionales.

En el Titulo IV se enumeran las diferentes situaciones administrativas; el lis-
tado que se hace de las mismas constituye un minimo, de tal forma que las co-
munidades auténomas en el momento de expedicién de sus estatutos de empleo
publico pueden ampliar estos supuestos.

Finalmente, se alude a la necesidad de cooperacién entre administraciones
piblicas en materia de empleo piblico y se prevé que dicha colaboracién se ins-
trumentalizard a través de Ja Conferencia sectorial de la Administracién Pablica.
De igual forma se crea una comisién de Coordinacién de Empleo publico cuya
funcién principal es la de realizar actuaciones que aseguren la aplicacién de las
normas en materia de ingreso y rendir informes sobre empleos publicos y sobre
los proyectos normativos.

La Ley 37/2007, de 11 de Noviembre, de Reutilizacion de la Informacion del
Sector Piblico tiene por objeto la regulacién bdsica del régimen juridico aplica-
ble a la reutilizacién de los documentos elaborados o custodiados por las Admi-
nistraciones y organismos del sector ptiblico. La presente Ley tiene caricter de
legislacién biasica al amparo de lo dispuesto en el articulo 149.1.18* de la
Constitucidn, exceptudndose algunos articulos.

En el Titulo I de la Ley se prevé el dmbito subjetivo de aplicacién, que se
extiende a las administraciones y organismos del sector piblico en el sentido
definido en su articulo 2. Desde la perspectiva de su aplicacién objetiva, la Ley
contempla una definicién genérica del término documento, acorde con la evolu-
cién de la sociedad de la informacién y que engloba todas las formas de repre-
sentacién de actos, hechos o informacién, y cualquier recopilacién de los mis-
mos, independientemente del soporte (escrito en papel, almacenado en forma
electrénica o como grabacién sonora, visual o audiovisual) conservados por las
administraciones y organismos del sector piblico.

El Titulo II prevé los aspectos basicos del régimen juridico de la reutilizacién,
indicando que las administraciones y organismos del sector publico podran optar
por permitir la reutilizacién sin condiciones concretas o, mediante la expedicién
de una licencia, que imponga a su titular una serie de condiciones que, en todo
caso, deberén ser claras, justas y transparentes, no discriminatorias para catego-
rias comparables de reutilizacién y atender al principio de libre competencia y de
servicio publico.

En el Titulo III la Ley establece el procedimiento para poder arbitrar las soli-
citudes de reutilizacién, en el que tienen una especial relevancia los plazos de
resolucién, aspecto esencial para el contenido dindmico de la informacién, cuyo
valor econémico depende de su puesta a disposicién inmediata y de una actuali-
zacién regular. También se establece para la Administracién General del Estado
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un régimen sancionador conectado con el mal uso que se confiera a la informa-
cién cuya reutilizacién ha sido autorizada.

Se han aprobado también dos leyes en materia de contratos piblicos, cuya
entrada en vigor tendra lugar a los seis meses de su publicacién en el BOE. La
primera, de caricter general, es la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del
Sector Priblico, que substituird a la legislacién de contratos vigente. La segunda, es
la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratacién en los sec-
tores del agua, la energia, los transportes y los servicios postales, que substituiri en
su momento a la Ley 48/1998, de 30 de diciembre. Objetivo principal de ambas
leyes es la transposicién de las directivas comunitarias del Parlamento y del Con-
sejo, de 31 de marzo de 2004 correspondientes: la Directiva 2004/18/CE, en el
caso de la primera Ley, y la Directiva 2004/17/CE, en el caso de la segunda.

Entre las novedades principales de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Con-
tratos del Sector Pdblico, figura precisamente la singularizacién de las normas
que derivan directamente del derecho comunitario, con la introduccién de la nueva
categorfa de los «contratos sujetos a regulacién armonizada», y la incorporacién de
nuevas regulaciones procedente de la citada Directiva 2004/18/CE: nuevos proce-
dimientos de adjudicacién, como el didlogo competitivo; técnicas de racionalizacién
de la contratacién (acuerdos marco, sistemas dindmicos de contratacién, centra-
les de contratacién); nuevo recurso especial en materia de contratacién; intro-
duccién de consideraciones sociales y medioambientales en la contratacién, y
avances notables en la contratacién electrénica. Ademds de los aspectos comen-
tados, la Ley incluye una amplia revisién del 4mbito de aplicacién subjetivo y
objetivo de la misma, intentando superar de modo definitivo las deficiencias ¢ in-
coherencias observadas en la legislacién anterior que ocasionaron diversas conde-
nas por parte del Tribunal de Justicia de Jas Comunidades Europeas, e incorpora el
nuevo contrato de colaboracién entre el sector publico y el sector privado, de nota-
ble trascendencia en la financiacién privada de infraestructuras puiblicas.

Especialmente relevante es la Ley 30/2007, de 30 de octubre, desde la pers-
pectiva autondémica, por cuanto contiene la definicién de la legislacién basica en
materia de contratos y, en consecuencia, constituye el marco de referencia para
un eventual desarrollo legislativo por parte de las comunidades auténomas. Si
bien en el perfodo de vigencia de la anterior legislacién de contratos solo una co-
munidad (la Comunidad Foral de Navarra) aprobé sucesivas leyes de contratos
publicos (la dltima, en el afio 2006), las recientes reformas estatutarias parecen
haber abierto nuevas posibilidades en este 4mbito a partir de la redefinicién de
las competencias sobre contratacién, en particular, en el caso de Catalufia, cuyo
Estatuto de 2006 incorpora una competencia que abarca no solo los contratos
autonémicos, sino también los de la Administracién Local, y que incluye, junto
a la competencia compartida sobre contratacién, un dmbito de exclusividad en
aspectos organizativos.

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrénico de los cindadanos a los
servicios priblicos reconoce el derecho que tiene el ciudadano de relacionarse con
la Administracién mediante instrumentos electrénicos, y regula la utilizacién de
tecnologias de la informacién en las relaciones que se desarrollan entre adminis-
traciones publicas, y de éstas y los administrados.
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En el Titulo I se reconocen varios derechos de los ciudadanos como el de ele-
gir ¢l canal de comunicacién con las administraciones, el no aportar datos o do-
cumentos que obren en poder de la Administracién Publica, la igualdad en el
acceso clectrénico, cl derecho a conocer por medios electrénicos el estado de los
procedimientos y a la obtencién de copias electrénicas de los documentos, entre
otros. Para asegurar la efectividad de las garantias reconocidas, se crea la flgura
del Defensor del Usuario de la Administracién Electrénica.

El Titulo II desarrolla el régimen juridico de la Administracién electrénica,
incorporando conceptos como sede electrdnica, para hacer referencia a el lugar
virtual o la direccién electrénica disponible para los ciudadanos a través de redes
de telecomunicaciones, y cuya gestién corresponde a una Administracién Pibli-
ca. El establecimiento de una sede electrénica conlleva la responsabilidad por el
manejo Y la integridad de la informacién y los servicios a los que pueda acceder-
se a través de la misma. Adicionalmente, se regulan las formas de identificacién
y autenticacién de las actuaciones, certificados electrénicos y documentos me-
diante sistemas de firma electrénica e intercambio de datos en entornos cerrados
de comunicacién. Posteriormente se tratan los registros de comunicaciones y no-
tificaciones mediante vias clectrénicas.

En el Titulo 1T s regula la gestidn electrénica de los procedimientos, que res-
petari la titularidad y ejercicio de competencia de la Administracién piiblica y el
cumplimiento de los requisitos formales que fije el ordenamiento juridico. En el
desarrollo de este tema se regulan las diferentes etapas del procedimiento me-
diante instrumentos electrénicos; en la fase de iniciacidén, por ¢jemplo, se exige a
la Administracién el tener a disposicién de los ciudadanos los formularios que
sean necesarios para comenzar la actuacién administrativa y se permite la apor-
tacién a los interesados de copias digitalizadas.

El Titulo IV se dedica integramente a la cooperacién entre administraciones.
Como érgano especifico de colaboracién se establece un Comité Sectorial de Ad-
ministracién Electrénica, como 6rgano de caricter técnico dependiente de la Con-
ferencia Sectorial de Administracién Piblica. También se plantea la interoperabili-
dad de los sistemas de informacién y el avance hacia una Red de Comunicacién de
todas las Administraciones Piblicas, as{ como una futura red integrada de atencién
al ciudadano, hacia la que se puede progresar mediante la firma de convenios. Tam-
bién se impulsa Ja transferencia de tecnologia entre administraciones publicas.

La Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de medidas de impulso de la Sociedad de
la Informacién incluye medidas encaminadas a fomentar la mayor utilizacién de
la factura electrénica y de los medios electrénicos en todas las fases de los pro-
cesos de contratacién. De igual modo, pretende garantizar una interlocucién
electrénica de los usuarios y consumidores con las empresas que presten deter-
minados servicios de especial relevancia econémica. Asimismo, se sefiala que a las
comunidades auténomas les corresponde el desarrollo de un plan para la genera-
lizacién del uso de la factura electrénica en Espafia, definiendo, asimismo, los
contenidos bésicos de dicho plan.

En el Capitulo I1 y en las disposiciones adicionales se establecen algunos pre-
ceptos referentes a infracciones y sanciones administrativas, obligaciones de las
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administraciones ptiblicas y de algunas empresas de asegurar el acceso a internet
y del uso de sistemas telematicos, establecimiento de tarifas por la prestacién de
determinados servicios, lenguas oficiales, acceso etc. todo ello para adaptar la nor-
mativa existente y relacionada directamente con el objeto de la Ley a las exigen-
cias de la llamada sociedad de la informacién.

La Ley 4/2007, de 3 de abril, de transparencia de las relaciones financieras en-
tre las administraciones piblicas iy las empresas piiblicas, y de transparencia finan-
ciera de determinadas empresas tiene como objeto evitar ¢l abuso de posicién
dominante por parte de las empresas que tengan concedidos derechos especiales
o exclusivos o se encuentren encargadas de la prestacién de servicios econémicos
de interés general, que reciban cualquier clase de compensacién por el servicio
publico y que realicen también otras actividades, asi como controlar las relacio-
nes financieras existentes entre las empresas publicas y las administraciones pii-
blicas ya sean de émbito estatal, autonémico o local.

Entre las obligaciones mas relevantes se encuentra la de remitir a la Interven-
cién general de la Administracién del Estado, dentro de los siete meses siguien-
tes al ejercicio econémico, un anexo de informacién que no formard parte de las
cuentas anuales con el objeto de evitar la dispersién de datos y facilitar a la comi-
sién europea dicha informacidén de manera agregada. Igual objetivo se consigue
mediante la obligacién que se impone a las empresas que se encuadran dentro de
los supuestos enunciados en el parrafo anterior de llevar cuentas separadas y la
de facilitar informacién a la Intervencién general de la Administracién del Esta-
do impuesta a las empresas manufactureras. En el caso de la Comunidad Auté-
noma de Navarra y del Pais Vasco, la aplicacién de ésta ley debe entenderse sin
perjuicio de lo previsto en las Leyes del concierto econémico y del convenio.

La Ley 8/2007 de 28 de mayo del suelo parte del reconocimiento del nuevo
marco competencial que Ja Constitucién de 1978 impone en materia urbanistica
v, al mismo tiempo, de la afirmacién de que el uso del suelo afecta también a la
efectividad del derecho a la vivienda y a cuestiones medio ambientales. Partiendo
de esta doble afirmacién la Ley se configura no como una ley urbanistica sino
como una ley referida al uso del suelo y a la igualdad en el ejercicio de los dere-
chos constitucionales a él asociados. La disposicién final primera precisa los dife-
rentes titulos competenciales que dan soporte a los articulos de la ley (articulo
149,1.1, 4, 8, 13, 18 y 23) y afiade que en los territorios de Ceuta y Melilla la ley
es de aplicacién integra con algunas precisiones.

Por lo que se refiere al contenido de la Ley pueden destacarse que la Ley lleva
a cabo una nueva clasificacién del suelo, pero afirma que esta clasificacién no
posce naturaleza urbanistica. La clasificacién del suelo tiene como fin determinar
unos criterios para la valoracién a efectos expropiatorios. Ademds, la Ley ba que-
rido fijar unos nuevos criterios de valoracién del suelo a efectos expropiatorios con
el objetivo primordial de reducir los justiprecios que se establecian en supuestos de
expropiaciones para llevar a cabo grandes obras de nuevas infraestructuras. El
nuevo régimen de valoracién no parte de cual sea el destino del suelo en el plane-
amiento, sino de su situacién real. Con esta finalidad la ley establece dos tipos basi-
cos de suelo, el rural —el que no estd integrado en la trama urbana-y el urbaniza-
do —el que ya ha sido transformado por la urbanizacién. La valoracién del suelo
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rural se establece en el articulo 22 y es uno de los aspectos mds polémicos de la
Ley en la medida en que seguramente comportard una reduccién dristica de los
justiprecios que se venian pagando.

La Ley se ocupa también del proceso de urbanizacién como obra piblica y se
plantea como debe articularse la relacién de la administracién con la iniciativa
privada. En este punto la Ley desplaza a los propietarios como sujetos encarga-
dos en primera instancia de la urbanizacién y reconoce el derecho de iniciativa
de los particulares, en ejercicio del principio de libertad de empresa, para poder
llevar a cabo las obras de urbanizacién. Por dltimo la Ley contiene algunas medi-
das a favor de la transparencia en la actuacién municipal y para ello modifica
algunos preceptos de la Ley de bases de régimen local (disposicién adicional no-
vena de la ley del suelo).

En materia de energia se aprueban dos leyes generales decisivamente influi-
das por la normativa comunitaria la Ley 12/2007,de 2 de julio, por la cual se mo-
difica la Ley 34/1998, del Sector de Hidrocarburos, con el fin de adaptarla a lo
dispuesto en la Directiva 2003/55/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
26 de junio de 2003 sobre normas comunes para el mercado interior del gas natn-
ral y la Ley 17/2007, de 4 de julio, por la cual se modifica la Ley 54/1997, de 27
de noviembre, del Sector Eléctrico, para adaptarla a lo dispuesto en la Directiva
2003/54/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2003, so-
bre normas comunes para el mercado interior de la electricidad.

En medio ambiente se aprueban varias leyes de alcance general, aunque la
Ley 1/2007, de 2 de marzo, de declaracion del Parque Nacional de Monfqmgijc
es individual. Dictada al amparo del articulo 149.1.23 de la Constitucién, subra-
ya el cardcter de patrimonio natural y cultural del parque y la espectacularidad
del paisaje. Se regula ¢l régimen juridico de proteccién, sefialando que la Ley de
declaracién tiene prevalencia sobre cualquier regulacién de carécter sectorial. La
organizacién de la gestién queda confiada a la Junta de Extremadura, con la posi-
bilidad de que se establezcan, de comtin acuerdo, pactos de cooperacién finan-
ciera con la Administracién del Estado.

La Ley 5/2007, de 3 de abril, de la Red de Parques Nacionales establece el ré-
gimen juridico bisico de la Red de Parques, entendiendo por éstos aquellos espa-
cios naturales de alto valor ecolégico y natural, que hacen que merezcan una aten-
cién preferente y se declaren de interés general del Estado. La finalidad de la red
es garantizar las actuaciones tendentes a la conservacién de los sistemas naturales
mediante un marco adecuado basado en la cooperacién y coordinacién interad-
ministrativa. El instrumento basico de coordinacién es el Plan Director, que ten-
dr4 una vigencia de 10 afios.

En el articulo 6 se regula el consejo de la Red como érgano colegiado de ca-
racter consultivo y adscrito al Ministerio del Medio Ambiente. Forman parte de
dicho consejo, la Administracién General del Estado, las comunidades auténo-
mas en cuyos territorios estén situados los parques nacionales, los presidentes de
los patronatos y una representacién adecuada de asociaciones cuyos fines estén
vinculados a la proteccién medioambiental y de organizaciones agrarias, pesque-
ras, empresariales y sindicales, asi como de las asociaciones de propietarios de
terrenos incluidos en el parque.
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En el Titulo III se regula lo referente a los requisitos que debe reunir un terreno
para ser declarado parque natural, y los requisitos que debe contener dicha decla-
racién, asi como su procedlmlento en cuya iniciativa son fundamentales las co-
munidades auténomas.

La gestién de los parques nacionales corresponde a las comunidades auténo-
mas en cuyo territorio se encuentren situados, y a la Administracién del Estado
corresponderd la gestién cuando la declaracién recaiga sobre aguas marinas bajo
soberania o jurisdiccién nacional, cuando el ecosistema protegido carezca de con-
tinuidad ecologlca con la parte terrestre o la zona maritimo terrestre situadas en
la comunidad auténoma. En cada uno de los parques naturales las administra-
ciones competentes deberdn aprobar un plan rector de uso y gestién como ins-
trumento bésico de planificacién.

La Ley 26/2007, de 23 de Octubre, de responsabilidad medioambiental se
ocupa de la regulac1on de la responsabilidad por dafios generados en el medio
ambiente. En el titulo I se contemplan algunas disposiciones generales como los
recursos naturales que se entienden protegidos. Se regula un régimen de respon-
sabilidad objetiva, correspondiendo al operador que ocasione dafios 0 amenace
con ellos, asumir Jas medidas preventivas necesarias o reparar el perjuicio oca-
sionado. Por su parte, el Capltulo I desarrolla las obllgamones de los operado-
res en materia de prevencién, de evitacién y de reparacidn, asi como las obliga-
ciones que corresponden a las administraciones ptblicas y las potestades que les
reconoce la Ley para llevar a cabo su cumplimiento. Los Capitulos V' y VI se ocu-
pan del régimen de infracciones y sanciones y de cuestiones procedimentales res-
pectivamente.

La Ley 34/2007, de 15 de Noviembre de calidad del aire y proteccién atmos-
férica establece las bases en materia de prevencidn, vigilancia y reduccién de la
contaminacién atmosférica con el fin de evitar y, cuando esto no sea posible, ami-
norar los dafios que de ésta puedan derivarse para las personas, el medio ambien-
te y demds bienes de cualquier naturaleza. En el Titulo primero se sefialan las
competencias que corresponden tanto al Estado como a las comunidades auté-
nomas. A las segundas corresponde evaluar la calidad del aire, establecer los ob-
jetivos de calidad y los valores limite de emisién, que en todo caso deben ser mas
estrictos que los impuestos por la Administracién general del Estado.

En los sucesivos titulos se regula la evaluacidn y gestién de la calidad del aire,
siendo dicha valoracién realizada de acuerdo con los objetivos de calidad y los
limites de emisién fijados. De igual manera se fija la obligacién para las adminis-
traciones publicas de integrar en cada sector los planes correspondientes.

En el Capitulo V se establecen algunos instrumentos de proteccién de la atmés-
fera: Acuerdos voluntarios, sistemas de gestién y auditorfas ambientales, fomento
delai investigacion, contratacién piiblica, entre otros. La ley continua regulando el
control, inspeccién y vigilancia, como competencias a ejercer por las comunida-
des auténomas y los entes locales. Dicho régimen se complementa con el esta-
blecimiento de infracciones y sanciones administrativas por el incumplimiento
de la normativa que regula la materia.

La Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodi-
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versidad establece el régimen juridico bésico de la conservacidn, uso sostenible,
mejora y restauracién del patrimonio natural y de la biodiversidad espaifiola,
como parte del deber de conservar y del objetivo de garantizar los derechos de
las personas a un medio ambiente adecuado para su bienestar, salud y desarrollo.

En su Titulo I contempla una serie de instrumentos para el conocimiento y
planificacién del patrimonio cultural y de la biodiversidad, destacando el Inven-
tario Espafiol de Patrimonio Natural y Biodiversidad, cl plan estratégico estatal
y los planes de ordenacién de los recursos naturales. Después se regula la catalo-
gacién, conservacién y restauracién del hibitat y patrimonio natural, siendo de
especial importancia la catalogacién de aquél hibitat que se encuentre en peligro
de desaparicién.

El Titulo 111 se ocupa especificamente de la conservacién de la biodiversidad,
tratando instrumentos como los listados de especies silvestres en régimen de pro-
teccién especial y las prohibiciones especiales propias de esta categorfa. También
se contemplan los efectos de la pertenencia al catalogo de especies amenazadas.
A las comunidades auténomas corrcsponde la competenc1a de elaboracién y
aprobacién de los planes de proteccién y de conservacidn.

La ley finaliza con algunas disposiciones transitorias y algunas cuestiones de

caricter organizativo (Comisién Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodi-

versidad y Conscjo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad), prin-
cipalmente.

La Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del cine tiene un fundamento competen-
cial muy complejo (Disposicién Final 3%), apoyando diversos articulos en los
apartados 149.1.1°, 149.1.7°, 149.1.13, 149.1.15, ctc. pero sobre todo en el 149.2,
lo que resulta bastante sensato en cuanto actividad cultural.

La Ley tiene por objeto la ordenacién de los diferentes aspectos sustantivos
de la actividad cinematografica desarrollada en Espaiia, entendida como una parte
del marco general del audiovisual. La normativa comienza con una regulacién de
materias comunes a todos los sectores audiovisuales, como las relativas a la na-
cionalidad de las obras y el Registro Administrativo de Empresas y contintia con
una seccién especifica dedicada a la defensa de la competencia, para acabar regu-
lando por secciones diferenciadas los aspectos concretos de ordenacién de cada
uno de los sectores audiovisuales.

En el Capitulo III se consagran diferentes medidas de fomento, entre las que
se encuentran las ayudas para la creacién y desarrollo, para la produccién, distri-
bucién, conservacién y promocidn, asi como otras ayudas e incentivos relaciona-
dos con el acceso al crédito, el empleo de nuevas tecnologias y la promocién en el
exterior. También se contemplan algunos incentivos de caricter fiscal. La ley con-
tiene la transformacién del Instituto de la Cinematografia y de las Artes Audio-
visuales en Agencia Estatal.

Se prevé la existencia de un fondo de créditos especifico para el fomento y
proteccién de las lenguas cooficiales diferentes del castellano, que significa una
aportacién del Estado a las CCAA con lengua diferente al castellano, siguiendo
un porcentaje de las ayudas recibidas de la propia CA.
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Apoyada en la competencia de seguridad piiblica se aprueba la Ley 25/2007,
de 18 de octubre, de conservacién de datos relativos a las comunicaciones electré-
nicas y a las redes piiblicas de comunicaciones. Su objeto es fijar la obligacién de
conservar los datos relativos a las comunicaciones electrénicas y a las redes pu-
blicas de comunicaciones, conservacién que se limita sélo a cfectos de deteccién,
investigacién y enjuiciamiento de un delito contemplado en el Cédigo Penal o las
leyes penales espcc1a1es. En relacién con los sujetos que quedan obligados a con-
servar los datos, éstos serdn los operadores que presten servicios de comunicacio-
nes clectrénicas disponibles al ptiblico o que exploten una red publica de comuni-
caciones electrénicas en Espafia.

En el Capitulo II se establecen los limites para efectuar la cesién de datos, el
plazo de conservacién de los mismos, y los instrumentos para garantizar el uso
legitimo de los datos conservados, cuya cesién y entrega exclusivamente se podra
cfectuar al agente facultado y para los fines establecidos en la Ley. El Capitulo
I11, al referirse al régimen sanc1onador, remite, en cuanto a los incumplimientos
de las obligaciones de conservacién y proteccién y seguridad de los datos de
cardcter personal, a la regulacién contenida en la Ley 32/2003, de 3 de noviem-
bre, General de Telecomunicaciones.

La Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplz’an dere-
chos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron persecucion o violen-
cia durante la guerra civil y la dictadura promueve su reparacién moral y la recu-
peracién de su memoria personal y familiar. Se adoptan medidas complementarias
destinadas a suprimir elementos de divisién entre los ciudadanos, todo ello con
el fin de fomentar la cohesién y solidaridad entre las diversas generaciones de
espafioles en torno a los principios, valores y libertades constitucionales. Entre
las garantias reconocidas se encuentra la mejora de prestaciones en materia de
pensiones, asistencia medico-farmacéutica y asistencia social a favor de las viu-
das, hijos y demds familiares de los espafioles fallecidos como consecuencia o con
ocasién de la Guerra Civil. Se crea el Centro Documental de la Memoria Histé-
rica y se refuerza el Archivo General de la Guerra Civil.

Leyes de impulso

Se retine aqui la referencia a unas cuantas leyes que no tienen un titulo compe-
tencial claro y que por tanto contienen materias que podrian ser reguladas por las
CCAA aunque el Estado ha decidido, por razones distintas, su impulso legisla-
tivo. En todos los casos se trata de objetivos muy plausibles, pero que se ejercen
en virtud de titulos competenciales muy débiles del Estado, o acudiendo exage-
radamente al 149.1.1° CE.

La Ley 45/2007, de 13 de diciembre, de desarrollo sostenible del medio rural
tiene, como su titulo indica, el objeto bisico de establecer medidas para favore-
cer el Jogro de un desarrollo sostenible del medio rural, mediante la accién de la
Administracién General del Estado y la concertada con las deméds Administra-
ciones Publicas. Sus objetivos generales son simultdneamente econémicos, socia-
les y medioambientales.
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El Programa es el instrumento principal para la aplicacién de la Ley, pues en
él se concretaran las medidas de politica rural, los proced1m1entos y los medios
para llevarla a cabo. También se establecen criterios de cooperacién entre admi-
nistraciones piiblicas, para lo cual los convenios de colaboracién constituyen un
instrumento bésico. Con este mismo fin se prevé la adopcién de Directrices
Estratégicas Territoriales de Ordenacién Rural y de Planes por zona rural.

La Hacienda General del Estado y la Seguridad Social son los fundamentos
competenciales de la polémica Ley 35/2007, de 15 de noviembre, por la que se
establece la deduccién por nacimiento o adopczon en el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Fisicas y la prestacién econdmica de pago dnico de la Seguridad
Social por nacimiento o adopcién. La justificacién de la Ley es que corresponde
al Gobierno, en el marco de las politicas familiares, impulsar la coordinacién con
las comunidades auténomas en la determinacién de las circunstancias asociadas
a las ayudas familiares.

La Ley 32/2007, de 7 de noviembre para el cuidado de los animales, en su ex-
plotacion, transporte, experimentacién 'y sacrificio establece el cuadro ‘de infrac-
ciones y sanciones que dota de eficacia juridica a las obligaciones establecidas en
las normas sobre proteccién de los animales en la explotacién, el transporte, la
experimentacién y el sacrificio. Se regula asi, también, la potestad sancionadora de
la Administracién General de Estado en lo que respecta a la proteccién de los ani-
males exportados o importados desde o hacia Estados no miembros de la Unién
Europea y a los procedimientos con animales de laboratorio que sean de su com-
petencia. La Ley se justifica en la reserva de ley sancionadora y en el estableci-
miento de un comin denominador normativo de infracciones y sanciones en el
cual Jas comunidades auténomas pueden ejercer sus competencias. Concreta-
mente menciona su justificacién en los articulos 149.1.13 y 149.1.16 CE.

La Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y
la intolerancia en cl deporte contempla un sistema de infracciones y sanciones
cuya finalidad no es otra que la de prevenir y sancionar la violencia en el depor-
te. Las disposiciones contempladas son aplicables cualesqulera que sean los acto-
res que intervengan en las conductas objeto de sancién, ya sean éstos los propios
deportistas y demds personas vinculadas a la organizacién deportiva mediante
una licencia federativa o bien se trate, Ginicamente, de personas que acuden a los
acontecimientos deportivos y respecto de las cuales la seguridad en los mismos
resulta exigible a las distintas administraciones publicas. El titulo competenc1a1
es el 149.1.29, ademds del que corresponde al Estado para la organizacién del
deporte estatal federado.

La Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas
prevé planes de fomento de la lectura y actividades de promocién de la misma, la
potenciacién de los servicios y las dotaciones bibliograficas, la cooperacién de Tas
administraciones publicas con empresas, asociaciones y fundaciones en iniciati-
vas de fomento de la lectura, la utilizacién de instrumentos de anilisis y la eva-
luacién de todas estas actividades.

El capitulo tercero, hace referencia a la promocién de los autores y de la in-
dustria del libro y publicaciones afines; se recogen, por un lado, las campaiias de
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promocién de los autores espafioles, la existencia de un sistema de premios na-
cionales para los 4mbitos literarios, cientificos y técnicos, programas de apoyo a
la industria del libro, asi como la participacién institucional en las ferias nacio-
nales e internacionales. Como 6r gano de apoyo la Ley prevé, en su disposicién
adicional segunda, la creacién del Observatorio de la Lectura y del Libro. En el
capitulo cuarto, se regula el régimen juridico del libro, y se recoge el sistema de
precio fijo de los libros. El capitulo quinto est4 dedicado a las bibliotecas,

La Ley 27/2007, de 23 de Octubre de 2007, por la cual se reconocen las lengnas
de signos espariolas y regulan los medios de apoyo a la comunicacion oral de las
personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas es de caricter basico, y
determina el reconocimiento y regulacién de la lengua de signos espafiola, sin

Yy regu g g P
perjuicio del reconocimiento de la lengua de signos catalana en su dmbito de uso
lingiifstico, vy de los medios de apoyo a la comunicacién oral, el derecho al apren-

g s Y poy > P
dizaje, conocimiento y uso tanto de las lenguas de signos espafiolas como de los me-
dios de apoyo a la comunicacién oral permitiendo la libre eleccién de los recur-
sos que posibiliten su comunicacién con el entorno.

El Titulo primero estd dedicado al aprendizaje, conocimiento y uso de las len-
guas de signos espanolas, El Titulo segundo estd dedicado a los medios de apoyo
a la comunicacién oral, en concreto en el capitulo I regula dicho aprendizaje en
el sistema educativo, y en el Capitulo II se contiene el uso de los medios de
apoyo a la comunicacion oral en las diferentes éreas publicas y privadas. Por dlti-
mo, se dispone la creacién del Centro Espafiol del Subtitulado y Audiodescrip-
cién. La disposicién adicional sexta estd dedicada a la atencién especial que re-
quieren las personas con sordoceguera. El fundamento competencial de la Ley es
el 149.1.1° CE.

La Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la cual se establece el régimen de in-
fracciones y sanciones en materia de ignaldad de oportunidades, no discrimina-
cion y accesibilidad universal de las personas con discapacidad tiene como objeto
establecer el régimen de infracciones y sanciones como garantia de las condicio-
nes basicas de accesibilidad y no discriminacién de las personas con discapaci-
dad. Este régimen de infracciones y sanciones se aplicara en todo el territorio del
Estado, sin perjuicio de las infracciones y sanciones que las comunidades auté-
nomas puedan establecer en ¢jercicio de sus competencias propias que, en todo
caso, garantizardn la plena proteccién de las personas con discapacidad, ajustdn-
dose a lo dispuesto en la presente Ley.

El articulo 15 determina que la competencia para el ejercicio de la potestad
sancionadora corresponderd a la Administracién General del Estado cuando las
conductas infractoras se proyecten en un dmbito territorial superior al de una co-
munidad auténoma.

Se regulan, también, las actuaciones previas a los actos de instruccién de for-
ma que las comunidades auténomas puedan informar acerca del contenido de la
denuncia, orden o peticidn, al érgano competente para la iniciacién del procedi-
miento.

El fundamento constitucional es el 149.1.1° CE.
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Decretos legislativos y decretos-leyes

Se han aprobado dos decretos legislativos que contienen sendos textos refun-
didos, ambos muy generales, el Real Decreto Legislativo 2/2007, de 28 de diciem-
bre, por el que se aprucba el texto refundido de la Ley General de Estabilidad
Presupuestaria y el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 11 de noviembre, por el
gue se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Con-
umidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Una parte importante de los decretos-leyes se ha aprobado, como en otros
afios, para hacer frente a catistrofes naturales ocasionadas por tormentas e inun-
daciones, por incendios o por la sequia. Asi el mimero 2/2007 se aprucba para
reparar los dafios cansados por las inundaciones de 26,27 y 28 de enero en la isla de
El Hierro. El nimero 3/2007 trata de reparar los darios causados por las inunda-
ciones producidas por desbordamiento en la cuenca del vio Ebro durante la #ltima
semana del mes de marzo y la primera del mes de abril de 2007. Por su parte, el
Real Decreto-Ley 5/2007 trata de hacer frente a los dasios causados por las inun-
daciones producidas por las tormentas de lluvia, granizo 'y viento que han afecta-
do en la segunda quincena del mes de mayo a diversas Comunidades Auténomas,
como Castilla-La Mancha, Castilla y Le6n, Extremadura y Madrid. También el
niimero 10 se dirige a los afectados por tormentas (en este caso en la Comunidad
Valenciana).

A su vez, el nimero 6/2007 establece medida para ayudar a las personas y bie-
nes afectados por los incendios forestales en la Comunidad Auténoma de Cana-
rias que tuvieron lugar a fines de julio y principios de agosto. El Real Decreto-
Ley 9/2007 adopta medidas urgentes para paliar los efectos producidos por la
sequia en determinadas cuencas hidrogréficas.

Otros varios decretos-leyes se dirigen a la modificacién urgentes de algunas
normas, como sucede con el 1/2007, que deroga una disposicién transitoria de la
Ley 28/2005 de medidas sanitarias frente al tabaquismo; el niimero 4/2007 que
modifica el texto refundido de la Ley de Aguas; y el Real Decreto-Ley 8/2007
que modifica varios articulos de la Ley 23/1992 de Seguridad Privada.

Por su parte, el Real Decreto-Ley 6/2007 aprueba medidas urgentes para la
urbanizacion y construccién de nuevas viviendas en Alcazar de San Juan (Cindad
Real), con el fin de proceder al realojo de los vecinos del barrio «Hermanos La-
guna» afectados por las inundaciones del anterior mes de mayo.

Reglamentos

Dentro de las que podemos considerar competencias exclusivas del Estado,
se encuentra el Real Decreto 84/2007, de 26 de enero, sobre implantacion en la
Administracion de Justicia del sistema informatico de telecomunicaciones Lexnet
para la presentacion de escritos y documentos, el traslado de copias y la realiza-
cién de actos de comunicacion procesal por medios telematicos, sabiendo que a las
comunidades auténomas puede corresponder la administracién de la adminis-
tracién de justicia. El objeto de esta regulacién es la determinacién de las condi-
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ciones generales y requisitos de utilizacién del sistema Lexnet, para su funciona-
miento en condiciones adecuadas, cumpliendo las garantias exigidas en las leyes,
asi como la determinacién de las reglas y criterios que se han de observar en la
presentacién por medios teleméticos en el 4mbito de la Administracién de Jus-
ticia de escritos y documentos, el traslado de copias y la realizacién de actos de
comunicacién procesal.

El Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulacion y
residencia en Espasia de ciudadanos de los Estados miembros de la Unién Euro-
pea y de otros Estados parte en el Acnerdo sobre el Espacio Econémico Europeo
es la norma principal de Espafia sobre los ciudadanos comunitarios, paralela al
reglamento de la ley de extranjerfa pero para ciudadanos de la Unién Europea.

El Real Decreto 971/2007, de 13 de julio, sobre deportistas de alto nivel y alto
rendimiento tiene como objeto la definicién del deporte de alto nivel, asi como
el desarrollo de algunos de los aspectos referidos a los deportistas de alto nivel y
de alto rendimiento, previstos en la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del deporte,
y en la Ley Orgédnica 2/2006, de 3 de mayo, de educacién, respectivamente.

En la categoria que puede denominarse competencia de doble exclusividad,
porque un criterio natural, técnico o juridico distingue la competencia del Estado
y de las CCAA, pero dentro de la distincién ambas gozan de facultades exclusivas
puede citarse en materia de aguas el Real Decreto 125/2007, de 2 de febrero, por el
que se fija el dmbito tervitorial de las demarcaciones bidrograficas. Mediante el re-
glamento se fijan las demarcaciones hidrogréficas cuyo dmbito territorial afecta
a mdis de una comunidad auténoma. En la norma se ha optado por mantener, en
la medida de lo posible, la actual estructura de cuencas hidrogrificas mediante la
correspondiente adicién de las aguas de transicién y las costeras segiin resul-
ta también del contenido del articulo 16 bis del Texto Refundido de la Ley de
Aguas.

La disposicién transitoria Gnica tiene la finalidad de aclarar que la inclusién
de determinadas cuencas hidrogréficas en el 4mbito de alguna demarcacién hi-
drogréfica reviste caricter provisional en aquellos casos en que se trate de cuen-
cas comprendidas en su totalidad en una comunidad auténoma determinada y
que hasta la fecha no hayan sido objeto de traspaso. Dicha provisionalidad fina-
lizard cuando las comunidades auténomas afectadas asuman de manera efectiva
las competencias sobre dichas cuencas, momento en que deberin revisarse las
demarcaciones hidrogréficas correspondientes.

El Real Decreto 126/2007, de 2 de febrero, por el que se regulan la composi-
cién, funcionamiento y atribuciones de los comités de antoridades competentes de
las demarcaciones hidrogrificas con cuencas intercomunitarias desarrolla lo pre-
visto en el articulo 3.2 de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunita-
rio de accidén en el dmbito de la politica de aguas, y en el apartado tercero del
articulo 36 bis del Texto Refundido de la Ley de Aguas, adoptando en lo relati-
vo a la Administracién General del Estado las decisiones concretas sobre el
nimero y la distribucién de miembros que deben estar presentes en los Comités
de Autoridades Competentes, igualdindose aquel con el niimero de representan-
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tes de las comunidades auténomas, tal y como exige el parrafo a) del articulo 36
bis. 3 del citado texto refundido. En relacién a las comunidades auténomas, el Real
Decreto se limita a fijar las que deberin estar presentes en los Comités de Auto-
ridades Competentes a partir de la mera constatacién de cudles son las que tie-
nen su territorio, en todo o en parte, dentro del &mbito de la demarcacién hidro-
grifica. Finalmente, se destaca la representacién de las entidades locales.

En carreteras y ferrocarriles, ¢l Real Decreto 637/2007, de 18 de mayo, por
el que se aprueba la norma de construccion sismorresistente: puentes contiene las
normas de sismorresistencia para la construccién de puentes (NCSP-07), las cua-
les se extienden a todos los proyectos y obras de nueva construccién de puentes
que formen parte de la red de carreteras del Estado o de la red ferroviaria de inte-

rés general.

En cultura, que constituye una competencia en que todas las instituciones
puede intervenir, se han aprobado bastantes normas. El Real Decreto 367/2007,
de 16 de marzo, por el que se crea y regula la Comision Nacional para el Fomento
y Promocidn del Didlogo Intercultural crea esta Comisién adscrita como 6rgano
colegiado al Ministerio de Cultura. Se encargard de coordinar las acciones dirigi-
das a cohesionar la sociedad en su diversidad, favoreciendo la comprensién y el
conocimiento mutuo a través de la cultura, elemento basico de una ciudadania
activa, con especial atencién a la juventud, asi como de organizar la participacién
espafiola en el Afio Europeo del Didlogo Intercultural.

La norma establece la participacién de las comunidades auténomas en la com-
posicién del érgano, pues entre sus miembros se encuentran tres representantes
a propuesta de la Conferencia Sectorial de Cultura. Asimismo, se asegura su
representacién (dos miembros) en la Comisién Permanente.

En las competencias basicas del Estado se inscriben, como es costumbre, nu-
merosos reglamentos, entre cllos algunos que han alcanzando notoriedad en la opi-
nién ptiblica como sucede con Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el
que se regula la renta bésica de emancipacién de los jévenes, con el objetivo de faci-
litar su emancipacién. Esta prestacién consiste en un conjunto de ayudas directas
del Estado destinadas al apoyo econémico para el pago del alquiler de la vivienda
que constituye su domicilio habitual y permanente, en las condiciones y con los
requisitos que para el efecto se establecen. El titulo competencial es el 149.1.13 CE.

El Real Decreto 899/2007, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
de los incentivos regionales, de desarrollo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre,
regula lo referente a los incentivos regionales de desarrollo para la correccién de
los desequilibrios econémicos interterritoriales, entendiendo por tales, las ayu-
das financieras que conceda el Estado para fomentar la actividad empresarial y
orientar su localizacién hacia zonas previamente determinadas, al objeto de
reducir las diferencias de situacién econémica en el territorio nacional, repartir
miés equilibradamente las actividades econémicas sobre el mismo y reforzar el
potencial de desarrollo endégeno de las regiones.

La delimitacién de la zona de promocién figura en los siguientes Reales De-
cretos:

Galicia (174), Andalucia (175), Asturias (176), Cantabria (177), Murcia (178),
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Comunidad Valenciana (179), Aragén (180), Castilla-La Mancha (181), Canarias
(182), Extremadura (183), Castilla y Ledn (184).

En educacién una serie de normas esta destinada a fijar los elementos bésicos
del ciertos curriculos o las ensefianzas minimas de las distintas fases de la educa-
cién. Asi el Real Decreto 85/2007, de 26 de enero, por el gue se fijan los aspectos
basicos del curriculo de las ensefianzas profesionales de danza reguladas por la
Ley Orgdnica 2/2006, de 3 de mayo, de educacion y dos érdenes tienen como
objetivo regular las ensefianzas minimas y la ordenacién de las fases principales
de la educacién obligatoria, la Orden ECI/2211/2007, de 12 de julio, por la que
se establece el curriculo y se regula la ordenacion de la Educacién primaria y la
Orden ECI/2220/2007, de 12 de julio, por la que se establece el curriculo y se regu-
la la ordenacion de la Educacion Secundaria Obligatoria. También el Real Decreto
1467/2007, de 2 de noviembre, por el que se establece la estructura del bachillera-
to y se fijan sus enseianzas minimas que contiene el horario escolar para las dife-
rentes materias del bachillerato que corresponde a los contenidos bésicos de las
enscflanzas minimas, los requisitos de acceso, la evaluacién de los procesos de
aprendizaje y las condiciones de promocién y titulacién del alumnado.

El Real Decreto 275/2007, de 23 de febrero, por el gue se crea el Observatorio
Estatal de la Convivencia Escolar le considera como 6rgano consultivo adscrito al
Ministerio de Educacién y Ciencia a través de la Secretaria General de Educacién.
Se trata de un 6rgano colegiado interministerial al que corresponde asesorar, basa-
do en el principio de cooperacidn territorial y colaboracién institucional. En su
composicién se encuentra un representante de cada comunidad auténoma que vo-
luntariamente lo acepte.

Varios reales decretos contienen Complementos del Catdlogo Nacional de
Cualificaciones Profesionales en diferentes sectores, como industrias extractivas
(873), edificacién y obra civil (872), seguridad y medio ambiente (814), transpor-
te y mantenimiento de vehiculos (815), fabricacién mecénica (813), agraria (665)
y actividades fisicas y deportivas (1521)

En sanidad el Real Decreto 811/2007, de 22 de junio, por el que se determina
la estructura, composicion, funciones y régimen de funcionamiento de la Comision
de Control y Seguimiento de la Salud y el Dopaje establece la estructura organi-
zativa de esta Comisién. Contard con un pleno de amplia representacién como
érgano de participacién del sistema deportivo y, a su vez, tendrd una Subcomisién
de Proteccién de la Salud y una Subcomisién contra el Dopaje en el Deporte, a
las que corresponderd el ejercicio de funciones especificas en sus respectivos
dmbitos de actuacién. Destaca la figura del presidente de la Comisién, que lo
serd a su vez de todos sus drganos, con las facultades propias de los presidentes
de 6rganos colegiados. Por otra parte, la Comisién contari con un Consejo de Coo-
peracién Interterritorial contra el Dopaje, instrumento de cooperacién y de cola-
boracién entre el Consejo Superior de Deportes y las comunidades auténomas
en materia de proteccién de la salud y lucha contra el dopaje en el deporte. El Co-
mité Asesor serd, a su vez, el 6rgano de asesoramiento cientifico-técnico, médi-
co y veterinario de la Comisién.

El Real Decreto 445/2007, de 3 de abril, por el que se establecen medidas de
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lucha contra la influenza aviar plantea una vez més la complejidad de la sanidad
animal. Este real decreto tiene por objeto establecer algunas medidas preventivas
relacionadas con la vigilancia y la deteccién temprana de la influenza aviar, as{
como para aumentar el nivel de concienciacién y preparacién de las autoridades
competentes y de los avicultores en cuanto a los riesgos de esta enfermedad.
También se fijan unas medidas minimas de lucha que deben aplicarse frente a un
foco de influenza aviar en aves de corral u otras aves cautivas y para la deteccién
temprana de la posible propagacién de los virus de la influenza aviar a los mami-
feros, asi como algunas medidas subsidiarias tendentes a evitar la propagacién del
virus de la influenza aviar a otras especies.

El Real Decreto 662/2007, de 25 de mayo, sobre seleccion y reproduccion de
ganado equino de razas puras rompe también las categorias competenciales gene-
rales porque su articulo 6 dice que la competencia corresponde al Ministerio si la
asociacién es de 4mbito nacional y asf lo solicita y es de las CCAA en otro caso.
El Real Decreto contiene el régimen juridico del reconocimiento de las asocia-
ciones de criadores de équidos reglstrados para la llevanza o gestién de los libros
genealdgicos; las condiciones zootécnicas y genealégicas que rcgulan los inter-
cambios comunitarios de équidos, y las i 1mp0rta01ones de terceros paises, el régi-
men juridico de los libros gencalgicos de équidos asf como los criterios de ins-
cripcién de los animales, y de seleccién de reproductores.

Aunque en el émbito de la proteccién civil una norma de dificil ubicacién
competencial es el Real Decreto 393/2007, de 23 de marzo, por el que se aprueba
la Norma Bésica de Autoproteccion de los centros, establecimientos y dependencias
dedicados a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia, por-
que seglin sus propios términos tienen un caricter minimo o supletorio, pudien-
do ser desarrollada por las CCAA. Asi les corresponde el establecimiento por
parte de las Comunidades auténomas del 6rgano encargado del registro, asi como
los procedimientos de control administrativo y registro de los Planes de Auto-
proteccién de los centros, establecimientos, espacios, instalaciones y dependencias
donde se desarrollan las actividades objeto de regulacién. Queda clara la compe-
tencia de las comunidades auténomas (y entidades locales) para dictar las dispo-
siciones necesarias para establecer sus propios catilogos de actividades SUSCCPU-
bles de generar riesgos colectivos o de resultar afectados por los mismos, asi
como las obligaciones de autoproteccién que se prevean para cada caso.

El Real Decreto 696/2007, de 1 de junio, por el que se regula la relacion labo-
ral de los profesores de religion prevista en la disposicion adicional tercera de la
Ley Orgdnica 2/2006, de 3 de mayo, de educacion recoge esta particular relacién
laboral de los profesores de religién que no perteneciendo a los cuerpos de fun-
cionarios docentes impartan la ensefianza de las religion en centros piblicos.

El Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se regula el subsistema
de formacién profeszonal para el empleo comprende su régimen de funciona-
miento y financiacién, asf como su estructura organizativa y de participacién ins-
titucional. En diferentes preceptos se hace mencion expresa de las competencia de
las comunidades auténomas en la materia, que abarcan desde la posibilidad de fi-
nanciacién de las iniciativas, hasta la formulacién de los programas de formacién
profesional en el respectivo dmbito territorial.
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Sobre el notariado recac el Real Decreto 173/2007, de 9 de febrero, sobre
demarcacion notarial haciéndose la salvedad de que la regulacién se aplicard sin
perjuicio de las competencias asumidas por las comunidades auténomas en sus
respectivos estatutos de autonomfa.

El Real Decreto 505/2007, de 20 de abril, por ¢l que se aprueban las condicio-
nes bdsicas de accesibilidad y no discriminacion de las personas con discapacidad
para el acceso y utilizacion de los espacios priblicos urbanizados y edificaciones
suscita alguna reflexién sobre el interés de las normas armonizadoras, prictica-
mente inexistentes en ¢l ordenamiento. Este Real Decreto regula las condiciones
bésicas de accesibilidad a fin de hacer efectiva la igualdad de oportunidades y la
no discriminacién de las personas que presentan una discapacidad, siendo cons-
ciente de que interviene en competencias autonémicas pero basindose en el con-
senso existente. Justificando sus fines en el art. 9.2 CE y fundamentado en el
149.1.1 CE, explicita su respuesta a la necesidad de armonizar y unificar térmi-
nos y pardametros y de establecer medidas de accién positiva que favorezcan, para
las citadas personas, el uso normalizado del entorno construido y de los espacios
urbanos.

Un niimero importante de normas solo afectan a la administracion general
del Estado, por ejemplo el Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por el que se
establecen las condiciones de accesibilidad y no discriminacion de las personas con
discapacidad en sus relaciones con la Administracién General del Estado porque
materialmente se refiere a las oficinas de Ja administracién estatal y solo a ellas,
bien porque se trata de una tipica competencias exclusiva como el Real Decreto
638/2007, de 18 de mayo, por el que se regulan las Capitanias Maritimas y los
Distritos Maritimos o porque se trata justamente de una mejor adaptacion estatal
al sistema autonémico.

En este sentido tiene interés el Real Decreto 905/2007, de 6 de julio, por el que
se crean el Consejo de las Lenguas Oficiales en la Administracion General del Es-
tado y la Oficina para las Lenguas Officiales. El Consejo debera, en primer lugar,
analizar sistemdticamente las actuaciones llevadas a cabo por los diferentes de-
partamentos ministeriales, especialmente por los més directamente concernidos
por la obligacién de garantizar el derecho de uso de las lenguas oficiales de las
comunidades auténomas; en segundo lugar, habrd de impulsar una politica idé-
nea en relacién con las lenguas oficiales de las comunidades auténomas que
garantice adecuadamente el derecho de uso de aquéllas en el mbito de actuacién
de la Administracién General del Estado; y, en tercer lugar, habra de coordinar
las actuaciones de los departamentos ministeriales en relacién con el uso, en su
dmbito, de las lenguas oficiales de las comunidades auténomas.

Este afio una pluralidad de reglamentos ha desarrollado el sistema de aten-
cién a la dependencia. Asi el Real Decreto 504/2007, de 20 de abril, por el gue se
aprueba el baremo de valoracion de la sitnacion de dependencia establecido por
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promocion de la autonomia personal y
atencion a las personas en situacién de dependencia. El Real Decreto 614/2007, de
11 de mayo, sobre nivel minimo de proteccion del Sistema para la Autonomia y
Atencion a la Dependencia garantizado por la Administracion General del Esta-
do, correspondiendo a las comunidades auténomas la gestién de los recursos
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econémicos que constituyen este nivel minimo de proteccién, mediante el reco-
nocimiento del grado y nivel de dependencia y la provisién de los servicios y
prestaciones correspondientes.

El Real Decreto 615/2007, de 11 de mayo, por el que se regula la Seguridad
Social de los cuidadores de las personas en situacion de dependencia. Y el Real
Decreto 727/2007, de 8 de junio, sobre criterios para determinar las intensidades
de proteccion de los servicios y la cuantia de las prestaciones econémicas de la Ley
39/2006, de 14 de diciembre, de Promocion de la Autonomia Personal y Atencion
a las personas en sitnacién de dependencia. Por medio de este Real Decreto se
aprueban los criterios para determinar la intensidad de proteccién de cada uno de
los servicios previstos en el catdlogo de servicios a que se refiere el articulo 15 de
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promocién de la Autonomia Personal y
Atencién a las personas en situacién de dependencia y la compatibilidad e in-
compatibilidad entre los mismos, asi como la cuantia de las prestaciones econé-
micas. Asimismo, se regulan los supuestos de desplazamientos entre las Comu-
nidades Auténomas y la proteccién de los emigrantes espaiioles retornados. A
las comunidades Auténomas corresponde la competencia de desarrollo de
dichos criterios.

Varios Reales Decretos recogen, como cada afio, traspasos del Estado a las
comunidades auténomas, aunque ain no aparecen los derivados de las refor-
mas de los Estatutos, sino que contindan los correspondientes a la época ante-
rior.

Hay una ampliacién de medios a Andalucia (447) en materia de conservacién
de la naturaleza (Parques nacionales de Dofiana y Sierra Nevada); a Aragdn (446)
en la misma materia (Parque Nacional de Ordesa y Monte Perdido). Ampliacién
de medios en materia de Administracién de Justicia se produce a Catalufia (506
y 966), Cantabria (817), Aragén (1702). En materia de educacién hay ampliacién
de medios traspasados a Andalucia (642) en cuanto centros dependientes del
Ministerio de Defensa y también en accién territorial a Andalucia (641) asi como
a la propia Andalucia (643) en control de calidad de la edificacidén y vivienda.
Una ampliacién de medios se traspasa a Cantabria (816) en materia de proteccién
a la mujer.

Sobre la legitimidad de los reglamentos bésicos existe varias normas que lla-
man la atencién, y aunque ya han sido citadas, merecen una reflexién. Asi suce-
de con el reglamento de medidas contra la influenza aviar, que se sitda en el ambi-
to de la sanidad animal, donde tenemos la amplia experiencia del tratamiento de las
vacas locas. También parece complicado el reglamento sobre reproduccién de gana-
do equino de razas puras, que atribuye competencia al Ministerio o a las CCAA se-
gin la voluntad de la asociacién de criadores, lo que juridicamente parece un cri-
terio absurdo pero materialmente puede explicarse por la diferencia de intereses
en juego, en el Estado o en las CCAA. El RD que aprueba Jas condiciones bisi-
cas de accesibilidad y no discriminacién de las personas con discapacidad para el
acceso a los espacios publicos suscita el interés por las normas armonizadoras,
porque la propia norma explica que el Estado interviene pese a tratarse de una
competencia autondémica por voluntad consensuada de todas las CCAA para
unificar términos y pardmetros. Seguramente la previsién del 150.3 CE esta tan
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demonizada que ni puede mentarse, pero en todo caso se trata de un supuesto de-
masiado solemne para el problema real que plantea este reglamento.

Observaciones sobre la colaboracién

Este aflo, como los anteriores, aparecen en las normas numerosos érganos de
colaboracién entre Estado y CCAA, tanto creados por ley como por reglamen-
to con muy diversas denominaciones, y diferentes caracteres.

La peor opcién, a estas alturas del desarrollo autonémico, es afirmar la con-
veniencia de colaborar pero no determinar los medios para realizarlo, como hace
la Ley 26 de responsabilidad medioambiental. La Ley de 1gua1dad de mujeres y
hombres crea un Consejo de Participacién de la mujer que retne a las distintas
administraciones piblicas y las asociaciones y orgamzacmnes de mujeres, pero
reenvia su desarrollo al reglamento (art. 78). Pero lo més frecuente es que la nor-
ma de creacién contenga los caracteres principales del 6rgano de colaboracién,
aunque estos pueden variar mucho.

Una primera opcién es la composicién, segiin intervengan solo los gobiernos,
central y autonémicos, o también otros componentes, y en este caso, sl intervie-
nen todas las CCAA o solo unas cuantas clegidas. La intervencién de todas las
CCAA conduce a 6rganos parecidos a las Conferencias Sectoriales y en cambio
la participacién sélo de algunas CCAA se produce més cuando intervienen perso-
nalidades o representantes de asociaciones, ademds de los gobiernos. Naturalmen-
te en este caso, se plantea la proporcién de los representantes autonémicos. Por
ejemplo, en la ley de investigacién biomédica los representantes autonémicos son
6 sobre 12 miembros.

El Real Decreto 365/2007, de 16 de marzo, por el gue se regula el Consejo Su-
perior de Ensefianzas Artisticas define su composicién y funciones, establece su
organizacién y funcionamiento y determina la representacién de los distintos
sectores que deben integrarlo. Estdn presentes las comunidades auténomas, y
uno de los 17 representantes serd el vicepresidente del érgano.

Un caso extremo se produce en el Real Decreto 275/2007, de 23 de febrero, que
crea el Observatorio Estatal de la Convivencia Escolar. como Srgano consultivo
adscrito al Ministerio de Educacién y Ciencia, porque en su composicién se en-
cuentra un representante de cada comunidad auténoma que voluntariamente lo
acepten, tan poca es confianza de la norma en el nuevo érgano.

Una segunda alternativa se plantea en la novedad y especialidad del 6rgano o
su remisién a la Conferencia Sectorial o un Consejo ya existente, puesto que si
intervienen todas las CCAA el 6rgano de colaboracién serd muy parecido a una
Conferencia sectorial. En general la creacién de muchos érganos nuevos no pare-
ce aconsejable y parece mis adecuado apoyarse en organismos ya existentes, que
al mismo tiempo se reforzarfan con nuevas funciones. Un variante consistirfa en
crear un Comité especifico que se aloja dentro de una conferencia sectorial. Co-
mo ejemplos de las principales opciones, la ley del empleado ptiblico remite a la
Conferencia Sectorial existente, y en cambio las leyes correspondientes crean
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como nuevos 6rganos un Conscjo del Medio Rural (Ley medio rural sostenible)
y un Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (en la ley
del mismo nombre). También la Ley nimero 44, de empresas de insercién, remi-
te la valoracién de su aplicaciéon a un Consejo interautonémico ya existente, por
peticién segtin dice la propia exposicién de motivos, del Consejo General del Sis-
tema Nacional de Empleo en que se discutié la Ley.

El Real Decreto 367/2007, de 16 de marzo, crea y regula la Comision Nacional
para el Fomento y Promocién del Didlogo Intercultural, adscrita al Ministerio de
Cultura, para coordinar las acciones dirigidas a cohesionar la sociedad en su di-
versidad, favoreciendo la comprensién y el conocimiento mutuo a través de la
cultura, con especial atencién a la juventud, asi como de organizar la participa-
cién espafiola en el Afio Europeo del Didlogo Intercultural. Entre sus miembros
sc encuentran tres representantes de las CCAA, suyos a propuesta de la Confe-
rencia Sectorial de Cultura. En este caso, la participacién de la Conferencia es
marginal, e incluso parece que el nuevo érgano tiene cierta vocacién coyuntural,

Una tercera opcién se refiere al cardcter del érgano ¢es preferible una Confe-
rencia Sectorial ~o equivalente— o es mejor un érgano con representantes de otras
instituciones ademds de los gobiernos? Seguramente la respuesta depende de las
funciones que se quiera proporcionar al nuevo érgano, pero cuando se trata de
alcanzar la coordinacién entre el gobierno central y los autonémicos la compo-
sicién ideas es la més parecida a una Conferencia sectorial. Como ya se ha expli-
cado en la universidad existfa un érgano complejo que reunia a las CCAA, los
rectores y 21 personalidades designadas por el Congreso, el Senado y el Gobier-
no. Resulta significativo que se haya sustituido por dos 6rganos diferentes y en
uno de ellos, la Conferencia General de Politica Universitaria sélo estin los con-
sejeros autonémicos y los miembros del Gobierno Central.

En cambio un érgano de composicién muy compleja aparece en la Ley niime-
ro 5 sobre la red de parques nacionales. En el articulo 6 se regula el consejo de la
Red como 6rgano colegiado de caracter consultivo y adscrito al Ministerio del Me-
dio Ambiente. Forman parte de dicho consejo, la Administracién General del
Estado, las comunidades auténomas en cuyos territorios estén situados los par-
ques nacionales, los presidentes de los patronatos y una representacién adecua-
da de asociaciones cuyos fines estén vinculados a la proteccién medio ambiental
y de organizaciones agrarias, pesqueras, empresariales y sindicales, asi como de
las asociaciones de propictarios de terrenos incluidos en el parque.

Una dltima cuestién entrelaza las funciones y la composicién y va referida a
la forma de representacién del gobierno central. Este es uno de los principales
problemas, porque si el Estado no tiene confianza en su posicién en el nuevo
érgano dificilmente le dotard de poderes importantes. Existen muchas modalida-
des posibles, algunas ya apuntadas en estas lineas, pero su decisién se inscribe en
un planteamiento més general, que no puede abordarse aqui, respecto a las insu-
ficiencias de las conferencia sectoriales y la idoneidad de otras formas de coordi-
nacién més sélidas.



